
Santiago, nueve de diciembre de dos mil veintid s. ó

VISTO:

En  estos  autos  Rol  28155-2016,  seguidos  ante  el  Veintiocho 

Juzgado Civil de Santiago, en juicio sumario sobre acci n colectiva poró  

infracci n a la Ley de Protecci n al Consumidor, caratulados Servicioó ó “  

Nacional del Consumidor con Inmobiliaria Aconcagua  por sentencia de”  

veintisiete de julio de dos mil veinte se acogi  la excepci n de falta deó ó  

legitimaci n pasiva.ó

La parte demandante apel  en contra de dicho fallo y una sala deó  

la  Corte  de  Apelaciones  de  esta  ciudad,  por  resoluci n  de  diez  deó  

noviembre de ese mismo a o, lo confirm . ñ ó

En contra de esta ltima determinaci n, dicha parte dedujo recursoú ó  

de casaci n en el fondo.ó

Se orden  traer los autos en relaci n.ó ó

CONSIDERANDO:

PRIMERO:  Que  en  su  libelo  el  Servicio  Nacional  del 

Consumidor   en  lo  sucesivo  SERNAC  -,  acusa  que  la  sentencia–  

recurrida infringi  el N 3 del art culo 19 de la Constituci n Pol tica de laó ° í ó í  

Rep blica y el art culo 160 del C digo de Procedimiento Civil, pues diceú í ó  

que  esas  normas  no debieron  ser  aplicadas  al  presente  caso,  en  este 

sentido  alega  que  no  eran  procedentes  los  principios  dispositivos,  de 

congruencia  y  de  bilateralidad,  ya  que  en  el  caso  de  la  acci n  deó  

inoponibilidad  y  solicitud  de  levantamiento  del  velo,  se  encuentra 

incorporada en las acciones deducidas por su parte en la presente causa, 

lo que implica que la Corte de Apelaciones en su sentencia s  pod aí í  

pronunciarse  y  extenderse  a  conocer  y  resolver  la  acci n  deó  

inoponibilidad, no encontr ndose limitada su competencia espec fica, niá í  

impedida su parte a manifestarlo en su recurso de apelaci n. ó

Luego,  refiere  que  se  infringieron,  por  no  haberse  aplicado  en 

autos  las  siguientes  normas  y  principios,  a  saber,  el  numeral  14  del 
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art culo  19 de  la  Constituci n  Pol tica  de  la  Rep blica  en cuanto leí ó í ú  

reconoce el derecho a accionar, el principio inquisitivo, el principio de 

buena fe, el principio de prohibici n de fraude a la ley, el principio deó  

no contravenci n a los actos propios, el principio que proh be el abusoó í  

procesal, principio que privilegia la apariencia creada a terceros de buena 

fe, el principio del abuso de la personalidad jur dica, el principio de laí  

unidad econ mica y el principio iura novit curiae.ó

Finalmente, alega que, a consecuencia de los vicios incurridos en la 

dictaci n del fallo, no se aplicaron una serie de normas necesarias para laó  

resoluci n del  asunto controvertido, infringiendo las siguientes normas,ó  

todas de la Ley de Protecci n al Consumidor: i. Los art culos 3 incisoó í  

primero,  letra  a);  16  a)  y  12,  en  relaci n  a  la  cl usula  segunda  deló á  

contrato de promesa de compraventa. ii. Los art culos 3, inciso primeroí  

letra e) y 16 letras c) y g), en relaci n a la cl usula quinta del contrato deó á  

promesa de compraventa. iii. El art culo 16 a), c) y g) en relaci n a laí ó  

cl usula  octava  del  contrato  de  promesa  de  compraventa.  iv.  Losá  

art culos 16 letra a), c) y g), 1 N 4 y 12, en relaci n a la cl usula novenaí ° ó á  

del contrato de promesa de compraventa. v. El art culo 3, inciso primeroí  

letra  e)  de  la  LPDC,  en  relaci n  a  lo  perjuicios,  devoluciones  yó  

reparaciones solicitadas por su parte y que fueran generados a causa de 

las  cl usulas  abusivas  contenidas  en  el  contrato  de  promesa  deá  

compraventa e infracciones a la LPDC. vi. El art culo 50, en cuanto a lasí  

acciones deducidas por su parte que no fueron acogidas. vii. Art culo 24,í  

en cuanto no lo aplic  a la hora de condenar a la demandada. viii. Incisoó  

pen ltimo  del  art culo  53  C,  en  cuanto  ordenar  el  pago  de  lasú í  

indemnizaciones, reparaciones y devoluciones sin la comparecencia de los 

consumidores afectados. ix. Los art culos 51 N 2, 53 A y 53 C, letra c),í °  

en cuanto a la determinaci n de los grupos y subgrupos de consumidoresó  

que fueron afectados por la demanda. x. El art culo 51 inciso primero,í  
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que establece que las pruebas se apreciar n de acuerdo a las reglas de laá  

sana cr tica. í

Y por ltimo, sostiene vulnerados los art culos 138, 139 y 144 delú í  

C digo de Procedimiento Civil, ya que, al no aplicarlos, no se condenó ó 

en costas a la parte demandada.

SEGUNDO:  Que,  para  la  acertada  inteligencia  del  asunto  y 

resoluci n del recurso de casaci n en el fondo interpuesto, cabe teneró ó  

presente los siguientes antecedentes del proceso:

a) Comparece  SERNAC  y  deduce  demanda  en  contra  de 

Inmobiliaria Aconcagua S.A., y pide la declaraci n de ser abusivas, yó  

consecuentemente  nulas,  las  siguientes  cl usulas  de  los  contratos  deá  

promesa de compraventa que dicha Inmobiliaria celebra con sus clientes: 

a)  la  cl usula  segunda  de  dicho  contrato,  que  dice  relaci n  con  laá ó  

facultad que se arroga la Inmobiliaria para modificar las especificaciones 

t cnicas de los inmuebles prometidos vender; b) la cl usula quinta, queé á  

dice  relaci n  con  que  la  Inmobiliaria  se  compromete  a  realizar  susó  

mejores  esfuerzos  para  obtener  los  permisos,  poniendo  de  carga  del 

consumidor hacer lo mismo; c) la cl usula octava que dice relaci n con laá ó  

facultad  que  se  arroga  la  Inmobiliaria  de  prorrogar  la  fecha  de 

escrituraci n del contrato prometido; y d) la cl usula novena, que diceó á  

relaci n con la facultad que se arroga la Inmobiliaria de desistirse si esó  

que decide no perseverar en el desarrollo del proyecto inmobiliario por 

razones t cnicas, comerciales o de mercado. é

Se ala  que  dichas  cl usulas  que  se  encuentran  contenidas  enñ á  

contratos de adhesi n son abusivas y vulneran las normas y principiosó  

relativos  a  la  materia  establecidos  en  la  Ley  de  Protecci n  aló  

Consumidor.

Como fundamentos de derecho invoca los art culos 10, 1467, 1545,í  

1546 y 1682 del C digo Civil y 1, 2, 3 inciso primero letra a) b) y e); 12;ó  

GZEZXCKXZQR



16 letras a) y g); 24, 50 A, 50 C, 50 D, 51, 52 y 59, todos de la Ley N° 

19.496. 

Solicita  que  el  tribunal  acoja  su  demanda  y,  en  consecuencia, 

declare: 1.- La abusividad y, consecuente nulidad, total o parcial de las 

siguientes clausulas: (i) Las cl usulas segunda, cuarta, octava, y novena deá  

los contratos de promesa de compraventa que transcribi  en el cuerpo deó  

la demanda; (ii)  Toda otra clausula redactada en t rminos id nticos oé é  

similares que se contengan en el contrato de adhesi n de la demandada,ó  

y (iii) Toda otra cl usula que se estime abusiva, que se contenga en elá  

contrato de promesa de compraventa antes mencionado. 2.- Se ordene la 

cesaci n de todos aquellos actos que la demandada ejecute actualmenteó  

con  ocasi n  de  las  cl usulas  cuya  declaraci n  de  abusividad  yó á ó  

consecuente nulidad se solicita y por, sobre todo, se ordene la cesaci nó  

de cualquier cobro que pueda tener como causa las cl usulas abusivasá  

cuya nulidad se solicita en esta demanda. 3.- Se ordene respecto de los 

consumidores  afectados,  las  restituciones  y  prestaciones  propias  de  la 

nulidad  absoluta.  4.-  Se  declare  la  procedencia  de  cualquiera  otra 

indemnizaci n y/o reparaci n que se estime conforme a derecho. 5.- Seó ó  

determine los grupos y subgrupos de consumidores que fueron afectados 

por la demandada, conforme a los art culos 51 N  2, 53 A y 53 C, letraí °  

c),  todos  de  la  Ley  19.496.  6.-  Se  ordene  que  las  restituciones, 

prestaciones, indemnizaciones y/o reparaciones se efect en sin requerir laú  

comparecencia  de  los  consumidores  afectados,  seg n  lo  autoriza  elú  

pen ltimo inciso del  ú art culo 53 C en los casos en que la demandadaí  

cuente con la informaci n necesó aria para individualizarlos. 7.- Se declare 

la responsabilidad infraccional de la demandada, imponi ndole, por cadaé  

consumidor afectado y por cada una de las infracciones cometidas,  el 

m ximo de las multas que contempla la Ley 19.496, o aquella(s) multa(s)á  

que S.S. determine conforme a derecho. 8.- Se ordene las publicaciones 
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indicadas  en  la  letra  e)  del  art culo  53  C de  la  Ley  19.496.  9.-  Seí  

condene en costas a la demandada.

b)  La  demandada  contestando  la  demanda  pidi  su  rechazo  yó  

se al  queñ ó  las cl usulas cuya abusividad se imputan son fruto de un largoá  

proceso  de  mediaci n  con  el  SERNAC  en  ó el que  su  parte  ha  ido 

incorporando los requerimientos de la hoy demandante y mejorando el 

est ndar  de  los  contratos  de  cara  a  los  consumidores,  aun  cuandoá  

muchos  de  los  requerimientos  que  efectuaba  el  Servicio  no  ten aní  

relaci n con la LPDC.ó

En cuanto a la mediaci n previa al juicio de autos, indica que conó  

fecha  17  de  diciembre  del  a o  2012,  Aconcagua  fue  notificada  delñ  

Ordinario N 21914 del SERNAC, a trav s del cual se solicit  remitir° é ó  

informaci n b sica comercial consistente en (i) los contratos de promesa yó á  

compraventa y (ii) las reservas de los consumidores para la operaci n deó  

compra de inmuebles. 

En respuesta a dicho Ordinario, su parte con fecha 14 de enero de 

2013  le  remiti  los  documentos  solicitados,  manifestando  que  (i)ó  

Aconcagua  disiente  de  la  clasificaci n  de  adhesi n  que  realiza  eló “ ó ”  

SERNAC de los contratos cuya remisi n solicit  y (ii) que los contratosó ó  

de promesa no se encontraban dentro de las materias que el art culo 2í ° 

de la LPDC le encomendaba al Servicio. As , desde esa fecha- m s deí á  

cuatro a os-  hasta apenas  unos meses  antes  de la  presentaci n  de lañ ó  

demanda de autos, refiere haber existido una serie de comunicaciones, 

oficios  ordinarios  del  SERNAC,  cartas  de  respuesta  de  Aconcagua  y 

reuniones en las que el denominador com n fue el constante cambio deú  

interlocutores,  autoridades  y  criterios  por  parte  del  Servicio  y,  como 

contrapartida, la plena voluntad de su parte de lograr un consenso en la 

redacci n de los contratos que sus filiales celebran con los consumidores,ó  

aun cuando muchas de las cl usulas cuya abusividad se denunciaba seá  

ajustaban -y ajustan- plenamente al texto de la ley.
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Agrega que, fruto de todas esas idas y venidas es que con fecha 2 

de junio de 2016, a trav s del Ordinario N 11119, el SERNAC informaé °  

que el modelo de contrato de compraventa se ajusta a la LPDC, por lo 

que  la  mediaci n  es  cerrada,  a  dicho  respecto,  en  forma  exitosa.ó  

Respecto de los contratos de promesa, subsistieron las observaciones en 

relaci n  a  algunas  cl usulas,  las  cuales  iban  cambiando,  lo  que  hizoó á  

imposible  poder  consensuar  un  criterio  que  permitiese  cerrar 

exitosamente el proceso de mediaci n respecto de estos contratos. ó

Expuesto lo anterior, la demandada opone como primera defensa 

la excepci n de falta de legitimaci n pasiva y alega que no ha celebradoó ó  

ninguno  de  los  contratos  cuya  clausulas  SERNAC  err neamente“ ó ” 

considera abusivas y, en consecuencia, nulas. En efecto, manifiesta que su 

parte no ha celebrado ni celebra contratos de promesa de compraventa 

y,  menos  a n,  contratos  de  compraventa  de  inmuebles,  sino  que  loú  

realizan sus diferentes filiales que no han sido emplazadas en juicio. 

En segundo lugar, deduce excepci n de cosa juzgada, puesto queó  

de conformidad a lo dispuesto por el art culo 2460 del C digo Civil, laí ó “  

transacci n produce el efecto de cosa juzgada en ltima instancia , loó ú ”  

cual  se  hace  extensivo  a  los  finiquitos  que  las  partes  realizan  en  los 

contratos  que  libremente  celebran  en  virtud  de  la  autonom a  de  laí  

voluntad.

Menciona que en todos los contratos de compraventa que celebran 

las filiales de Aconcagua y que ser n acompa ados en la etapa procesalá ñ  

pertinente, se estipula en una de sus cl usulas, lo siguiente: Las partesá “  

declaran cumplidas, a su total satisfacci n, la oferta de compra y promesaó  

de compraventa aceptada y suscrita entre  ellas  respecto de la  unidad 

objeto  del  presente  contrato,  declarando  que  nada  se  adeudan  con 

motivo de las obligaciones emanadas de tales instrumentos, las que han 

sido ntegramente cumplidas .í ”
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c) Que por sentencia de primera instancia de veintisiete de julio de 

dos mil veinte, se acogi  la excepci n de falta de legitimaci n pasiva, laó ó ó  

cual, luego de ser apelada por la parte demandante, fue confirmada por 

una sala de la Corte de Apelaciones de esta ciudad por resoluci n deó  

diez de noviembre de ese mismo a o. ñ

TERCERO: Que  para  adoptar  tal  decisi n  la  sentencia  deó  

primera  instancia  se al  que  Inmobiliaria  Aconcagua  S.A.,  no  hañ ó  

celebrado  ninguno  de  los  contratos  de  promesa  de  compraventa  de 

inmuebles  cuyas  cl usulas  se  imputan  ser  abusivas,  sino  que  estosá  

contratos  habr an  sido suscritos  por sociedades  filiales,  que no fueroní  

emplazadas al juicio. 

Este razonamiento y decisi n fue ntegramente confirmado por laó í  

Corte  de  Apelaciones  de  Santiago  la  que  agreg  que  ó “SERNAC al 

deducir  la  demanda  no  acompa a  ning n  contrato  efectivamenteñ ú  

suscrito, sino que nicamente una copia simple de un modelo o proyectoú  

de contrato de promesa de compraventa, con espacios en blanco para su  

llenado y sin indicar el nombre de la empresa vendedora ni tampoco del  

comprador.

Que ahora al apelar el fallo no controvierte el fundamento de la  

falta de legitimaci n pasiva en cuya virtud se desestim  la demanda, poró ó  

lo que no es controvertido que no es Inmobiliaria Aconcagua S.A., sino  

que son  otras  sociedades  que  pertenecen  al  mismo grupo econ micoó  

aquellas que suscribieron los contratos de promesa de compraventa que  

contienen las cl usulas que se reputan abusivas y cuya nulidad se pide.á  

Lo  que  debe  analizarse  en  cambio,  en  esta  instancia,  es  la  petici nó  

contenida en el recurso de apelaci n, de reconocer que pese a no seró  

Inmobiliaria Aconcagua S.A. la suscriptora de esos contratos, ella ser a laí  

controladora del grupo y, en definitiva, quien ejercer a el control sobreí  

los contratos que suscriben estas otras sociedades integrantes del grupo  

SalfaCorp. 
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Que, el recurso de apelaci n deducido por el SERNAC, por el queó  

pide  se  declare  que  le  es  inoponible  la  separaci n  que  existe  entreó  

Inmobiliaria Aconcagua S.A. y sus filiales u otras sociedades integrantes  

del  mismo  grupo,  deber  necesariamente  ser  desestimado,  pues  noá  

resulta  procedente  fundamentar  un  recurso  de  apelaci n  mediante  eló  

ejercicio de una acci n distinta a aquellas opuestas en primera instancia.ó  

En efecto, la declaraci n que se pide a trav s del presente recurso es unaó é  

de car cter excepcional, que s lo puede otorgarse previo el ejercicio deá ó  

una acci n declarativa ordinaria, o por v a de defensa, o con motivo deó í  

un incidente, de forma tal que se asegure la posibilidad a la parte en  

cuya  virtud  se  dirige,  de  oponerse  o  manifestar  lo  que  considere  

pertinente, en definitiva, resguardando el principio de bilateralidad de la  

audiencia.

Un  recurso  de  apelaci n  busca,  en  cambio,  la  modificaci n  oó ó  

revocaci n  de  una  sentencia,  mediante  el  examen  de  las  acciones  yó  

excepciones hechas valer en primera instancia y de la prueba rendida,  

esto es, el reexamen del objeto del pleito, que es el que define y limita la  

competencia de esta Corte, no pudiendo, en cambio, entrar a conocer y  

fallar cuestiones que no fueron propuestas y debatidas con anterioridad,  

con la sola excepci n de aquellas materias en las que es el legisladoró  

quien autoriza al juzgador a proceder de oficio .”

CUARTO: Que la cita de las disposiciones legales que se dicen 

infringidas y los argumentos esgrimidos en tal sentido tienen por objeto 

sustentar,  en lo medular,  que la Corte de Apelaciones de Santiago al 

resolver como lo hizo desatendi  una serie de principios procesales comoó  

el  de no contravenci n a los actos propios,  buena fe,  prohibici n deló ó  

abuso  procesal,  entre  otros  y  err neamente  aplic  otros  (principioó ó  

dispositivo, de congruencia y de bilateralidad), pues a pesar de que su 

parte no pidi  expresamente en su demanda que se levantase el veloó  

corporativo y se declarase como una unidad econ mica a Inmobiliariaó  
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Aconcagua  y  sus  filiales,  el  tribunal  ten a,  atendido  los  primerosí  

principios  antes  mencionados,  la  facultad  de hacerlo  y aquello  estaba 

dem s impl cito en su demanda. á í

As , de no haberse infringido dichos principios y las normas que losí  

contienen, asegura que los jueces del fondo debieron haber acogido la 

presente acci n y, al  no hacerlo,  han vulnerado los art culos  3 incisoó í  

primero letra a) b) y e); 12; 16 letras a) y g); 24, 50 A, 50 C, 50 D, 51 

53, todos de la Ley de Protecci n del Consumidor.ó

QUINTO: Que lo pretendido por la recurrente escapa a todas las 

reglas procesales vigentes en nuestros textos legales.

En efecto, el  art culo 19,  N 3 de la  Constituci n Pol tica de laí º ó í  

Rep blica reconoce como garant a procesal el debido proceso, el que seú í  

estructura,  entre otras  bases,  en el  principio de la  bilateralidad  de la 

audiencia. En tal virtud, el demandado siempre tiene la posibilidad de ser 

o do, pero en relaci n a la pretensi n que se interpone en su contra, paraí ó ó  

que pueda ejercer correctamente su derecho a defensa.

El derecho de petici n, al que alude el recurrente, efectivamenteó  

correspnde a la consagraci n constitucional del derecho de acci n, tal yó ó  

como lo concibi  Eduardo Couture. Pero ese derecho constitucional ó – 

que tiene como contrapartida org nica el principio de la inexcusabilidadá  

- se concreta en la demanda, la que contiene la pretensi n del actor.ó  

Huelga  decir  que  todos  los  cuerpos  normativos  procesales  exigen 

precisi n en la demanda, con la finaliadd de establecer cu l ser    si hayó á á –  

controversia  -,  la  litis  a  ser  resuelta  (Art culos  256,  303,  N 4,  464í º  

circunstancia 4 ; 551, 565, 571 del Vc odifi de Proceduiento Civil; 51,ª ñ  

N 2 de la Ley N  19.496, etc.) º º

Los tribunales por su parte, no pueden resolver otra materia que 

aquella que forma parte de los escritos de la etapa de discusi n, ya queó  

es en ella donde de determina el contenido del conflicto y, sobre todo, la 

competencia para fallar. Es lo que claramete se ala el art culo 160 delñ í  
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C digo de Procedimiento Civil en concordancia con el vicio de nulidadó  

formal establecido en el art culo 768, hip tesis 4  del mismo cuerpo legal.í ó ª

De este modo, salvo los casos en que la ley otorga la facultad de 

fallar de oficio, los tribunales s lo pueden resolver el conflicto fijado poró  

las partes en la etapa de discusi n.ó

Lo cierto que en el caso sub lite, SERNAC imput  unicamente aló  

demandado que celebraba contratos  de promesa de compraventa con 

cl usulas abusivas, pidiendo la nulidad total o parcial de ellas. Se haceá  

presente que en su libelo SERNAC no se refiere a las sociedades filiales o 

relacionadas con la demandada, las que eran las verdaderas suscriptoras 

de  los  contratos  en  calidad  de  promitentes  vendedoras,  tal  y  cono 

reconoce posteriormente la misma demandante. 

De lo anterior se colige que tanto el tribunal de primera como el 

de segunda instancia se limitaron a ejercer sus atribuciones de acuerdo 

con la ley, de modo que el conflicto resuelto corresponde al  conflicto 

propuesto por las partes.

SEXTO: Que, por  otra parte,  la  competencia del  tribunal  de 

alzada  para  reolver  un  recurso  de  apelaci n  sigue  reglas  precisas  enó  

materia procesal civil, reglas que son  concordantes con el principio de 

congruencia.

En efecto, un primer grado de competencia y fallo, est  constituidoá  

por la aplicaci n del art culo 170, N 6 del C digo de Procedimiento Civiló í º ó  

y numerales 10 y 11 del Auto Acordado de 1920 sobre la forma de las 

sentencias.

En virtud de lo anterior,  una Corte  de Apelaciones  s lo  puedeó  

revisar el cuestionamiento a la decisi n del asunto controvertido, accionesó  

y excepciones sobre los que el tribunal a quo se haya pronunciado.

Con  todo,  el  tribunal  de  alzada  tambi n  puede  conocer  en  laé  

apelaci n: (a) de todas las acciones, excepciones o defensas alegadas enó  

primera instancia y que fueron desestimadas en la sentencia que se revisa 
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y sobre las cuales no se haya pronunciado en la resoluci n dictada poró  

ser incompatibles con las aceptadas o acogidas; (b) los casos en que los 

tribunales  pueden  efectuar  de  oficio  las  declaraciones  que  les  son 

obligatorias por ley; (c) casar o anular de oficio cuando la sentencia no 

cumple con los requisito que establece la ley, o (d) disponer la devoluci nó  

del expediente a primera instancia para que la sentencia sea completada 

(Art culo 775, inciso segundo del C digo de Procedmiento Civil).í ó

Situaci n distinta es la que contempla el procedimiento sumario,ó  

procedimiento que es, precisamente, el supletorio al que debe aplicarse 

en los juicios en que se ejercen acciones destinadas a proteger el inter sé  

colectivo o difuso de los consumidores

De acuerdo con el art culo 692 del C digo de Procedmiento Civil,í ó  

en segunda instancia, podr  el tribunal de alzada, a solicitud de parte,“ á  

promunciarse  por  v a  de  apelaci n  sobre  todas  las  cuestiones  que  seí ó  

hayan debatido en primera para ser falladas en definitiva, aun cuando no 

hayan sido resueltas en el fallo apelado .”

Como se aprecia, la competencia se extiende a todo lo debativo en 

primera instancia y no solamente a lo que est  contenido en la sentenciaé  

definitiva.  Con  todo, lo  debatido  debe  serlo  antes  de  la  sentencia“ ”  

definitiva

De la lectura del expediente, aparece con claridad que la alegaci nó  

de  alzamiento  del  velo  corporativo  no  fue  planteado  ni  debatido  en 

primera instancia, ni en el comparendo de fs.218, ni en la interlocutoria 

de prueba de fs.226, ni en la reposici n de SERNAC de fs.235 y, menosó  

a n, en la sentencia de fs.466. ú

Como  lo  se al  la  Corte  de  Apelaciones,  la  alegaci n  delñ ó ó  

levantamiento del velo corporativo s lo aprece en la apelaci n del 8 deó ó  

agosto de 2020, una vez que el tribunal de primera instancia rechaz  laó  

demanda por falta de legitimaci n pasiva de la demandada.ó
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De todo lo expuesto se desprende que la Corte de Apleaciones de 

Santiago se limit  a actuar en el preciso mbito de atribuciones que laó á  

ley le otorga para conocer de un recurso de apelaci n.ó

SEPTIMO: Que de lo que se ha expuesto queda en evidencia 

que, pese al esfuerzo argumentativo del impugnante, su recurso no ha 

sido encaminado como debi  serlo,  abarcando todos  los  fundamentosó  

jur dicos que en propiedad e ineludiblemente resultaban ser pertinentes yí  

de rigor.

Esto es  as ,  puesto  que la  preceptiva  legal  citada  en  el  motivoí  

primero y que constituye, como se ha visto, aquella en que se asila la 

estructura normativa sobre la cual viene construido el alegato de casaci nó  

de fondo, no es bastante para abordar el examen de la resoluci n de laó  

controversia, al no venir denunciados los art culos 10, 1467, 1545, 1546 yí  

1682 todos del C digo Civil, preceptos que tienen car cter decisorio litisó á  

pues son aquellos los que sirven de sustento jur dico a las pretensionesí  

formuladas en la demanda que fue rechazada por los jueces del m ritoé  

en la sentencia recurrida, y que dicen relaci n con la buen fe con queó  

deben celebrarse y ejecutarse los contratos v lidamente celebrados entreá  

las partes y con los vicios que habilitar an para declarar su nulidad, noí  

bastando la sola menci n que se hace en el recurso de las normas sobreó  

la Ley de Protecci n al Consumidor.ó

En estas condiciones, al no venir acusado en el libelo de casaci nó  

el  quebrantamiento de la  preceptiva sustantiva b sica en comento,  suá  

vigor se ve radicalmente debilitado.

OCTAVO: Que,  en este  punto de la  reflexi n  vale  poner deó  

relieve la particularidad que -en cuanto constituye su objetivo directo- 

define al recurso de casaci n en el fondo que es permitir la invalidaci nó ó  

de determinadas sentencias que hayan sido pronunciadas con infracci nó  

de ley, siempre que esta haya tenido influencia sustancial  en su parte 

resolutiva o decisoria.
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La  caracter stica  esencial  de  este  medio  de  impugnaci n  seí ó  

encuentra  claramente  establecida  en  el  art culo  767  del  C digo  deí ó  

Procedimiento Civil,  que lo  instituye dentro de nuestro  ordenamiento 

positivo y se  traduce  en que no cualquier  transgresi n  de ley resultaó  

id nea para provocar la nulidad de la sentencia impugnada, la que no seó  

configura en el mero inter s de la ley, sino s lo aquella que haya tenidoé ó  

incidencia  determinante  en  lo  resuelto,  esto  es,  la  que  recaiga  sobre 

alguna ley que en el caso concreto ostente la condici n de ser decisoriaó  

litis.

En tal sentido, esta Corte ha dicho que las normas infringidas en el 

fallo para que pueda prosperar un recurso de casaci n en el fondo hanó  

de ser tanto las que el fallador invoc  en su sentencia para resolver laó  

cuesti n controvertida, como aquellas que dej  de aplicar y que tienen eló ó  

car cter de normas decisoria litis, puesto que en caso contrario esta Corteá  

no podr a dictar sentencia de reemplazo, dado el hecho que se trata deí  

un recurso de derecho estricto. (CS, 14 diciembre 1992, RDJ, T. 89, 

secc. 1 , p g. 188).ª á

NOVENO: Que no debe perderse  de vista  que el  recurso de 

casaci n en el fondo persigue instar por un examen del juicio conclusivoó  

de la cuesti n principal, desplegado en la sustancia misma de la sentenciaó  

definitiva o interlocutoria que se busca anular, cuyos desaciertos jur dicosí  

s lo autorizar n una sanci n procesal de esa envergadura en la medidaó á ó  

que  hayan  trascendido  hasta  la  decisi n  propiamente  tal  del  asunto,ó  

defini ndola en un sentido distinto a aquel que se impon a seg n la rectaé í ú  

inteligencia y aplicaci n de la normativa aplicable.ó

De  este  modo,  entonces,  aun  bajo  los  par metros  deá  

desformalizaci n y simplificaci n que caracterizan a este arbitrio desde laó ó  

entrada en vigencia de la Ley N  19.374, no se exime a quien lo plantea°  

de  indicar  la  ley  que  se  denuncia  como vulnerada  y  que  ha  tenido 
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influencia sustancial en lo resolutivo de la sentencia cuya anulaci n seó  

persigue.

El recurso de casaci n no se dirige a corregir la err nea aplicaci nó ó ó  

o la omisi n de principios, sino que de textos legales concretos y precisosó  

en que los que se reconocen esos principios. 

D CIMOÉ : Que, conforme a lo razonado, el recurso de casaci nó  

ser  desestimado.á

Por  estas  consideraciones  y  visto  adem s  lo  dispuesto  en  losá  

art culos 764 y 767 del C digo de Procedimiento Civil,  í ó se  rechaza el 

recurso de casaci n en el fondo interpuesto por el abogado Agust n Deló í  

Sante Ross, en representaci n de la parte demandante, Servicio Nacionaló  

del Consumidor, y en contra de la sentencia diez de noviembre de dos 

mil veinte, dictada por la Corte de Apelaciones de Santiago.

Reg strese y devu lvaseí é .

Redacci n a cargo del Abogado Integrante se or Eduardo Moralesó ñ  

R.

Rol N  154.661-2020.°

Pronunciado  por  la  Primera  Sala  de  la  Corte  Suprema,  por  los 

Ministros  Sr.  Guillermo Silva  G.,  Sr.  Arturo Prado P.,  Sra.  Mar aí  

Teresa Letelier R.  y Abogados Integrantes Sr. Eduardo Morales R. y 

Sr. Gonzalo Ruz L.

No firma el Abogado Integrante Sr Ruz, no obstante haber concurrido 

a la vista del recurso y acuerdo del fallo, por estar ausente.
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Autoriza el Ministro de Fe de la Excma. Corte Suprema

En Santiago, a nueve de diciembre de dos mil veintidós, notifiqué en
Secretaría por el Estado Diario la resolución precedente.
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Este documento tiene firma electrónica y su original puede ser
validado en http://verificadoc.pjud.cl o en la tramitación de  la
causa. En aquellos  documentos  en  que  se visualiza la hora,
esta corresponde al horario establecido para Chile Continental.
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